
12 de febrero de 2026. 
 
Señores 
CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 
E. S. D. 
 
ASUNTO: Denuncia ciudadana por presunto DETRIMENTO PATRIMONIAL derivado 
de pagos indebidos en el Contrato N.° 0911 de 2016 (ACR). 
 
SUJETO DENUNCIADO: ALEXANDER MAURICIO ERASO CASTILLO (Contratista). 
 
ENTIDAD AFECTADA: Agencia para la Reincorporación y la Normalización - ARN 
(Antes ACR). 
 
La presente denuncia es interpuesta por un ciudadano ANÓNIMO quien comparece ante 
este órgano de control bajo la garantía de RESERVA DE IDENTIDAD. 
 
1. DEL SUJETO DENUNCIADO: ALEXANDER MAURICIO ERASO CASTILLO 
 
La denuncia se dirige contra el señor ALEXANDER MAURICIO ERASO CASTILLO, 
identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 98.400.691. El investigado actuó en calidad 
de contratista de prestación de servicios de la Agencia Colombiana para la Reintegración 
(ACR) durante el año 2016, percibiendo honorarios mensuales del erario público sin cumplir 
—presuntamente— con los requisitos legales de idoneidad y habilitación profesional 
exigidos por la ley colombiana para la ejecución de las actividades contratadas. 
 
Se identifica como foco de la irregularidad el Contrato de Prestación de Servicios N.° 0911 
de 2016, suscrito por un valor total de TREINTA MILLONES CUATROCIENTOS CINCO 
MIL SEISCIENTOS PESOS M/CTE ($30.405.600), suma que fue desembolsada en su 
totalidad a pesar de la carencia de los requisitos habilitantes por parte del ejecutor. 
 
2. DE LA ENTIDAD AFECTADA: AGENCIA PARA LA REINCORPORACIÓN Y LA 
NORMALIZACIÓN - ARN (ANTES ACR) 
 
La entidad donde se habría materializado el presunto daño al patrimonio público es la 
Agencia para la Reincorporación y la Normalización (ARN), anteriormente denominada 
Agencia Colombiana para la Reintegración (ACR). Esta es una Unidad Administrativa 
Especial del orden nacional, dotada de personería jurídica, autonomía administrativa y 
patrimonio propio, adscrita al Departamento Administrativo de la Presidencia de la 
República. 
 
En tanto la ARN gestiona recursos del presupuesto general de la nación para la ejecución 
de la política pública de paz y reintegración, su actividad contractual y la correcta disposición 
de sus fondos se encuentran bajo el ámbito de vigilancia de la administración pública. El 
presunto detrimento se origina en la ejecución del Contrato N.° 0911 de 2016, donde se 
habrían pagado honorarios profesionales con cargo al erario público a un particular que no 
contaba con la habilitación legal para prestar el servicio técnico requerido. 
 
 
 



3. COMPETENCIA DE LA CGR: VIGILANCIA DE RECURSOS DEL ORDEN NACIONAL 
Y PROCESO DE RESPONSABILIDAD FISCAL (LEY 610 DE 2000) 
 
La Contraloría General de la República (CGR) es el órgano competente para conocer de la 
presente denuncia, en virtud de la potestad conferida por el Artículo 267 de la Constitución 
Política, el cual le asigna la función pública de ejercer el control y la vigilancia de la gestión 
fiscal del Estado y de los particulares que manejan fondos o bienes de la nación. 
 
La competencia de este despacho se fundamenta en los siguientes puntos: 
 
1. Naturaleza de los recursos: Los fondos pagados al contratista Alexander Mauricio 
Eraso Castillo provienen del presupuesto nacional asignado a la ARN. 
 
2. Marco Legal: La Ley 610 de 2000 establece el trámite para determinar la 
responsabilidad fiscal de los servidores públicos y particulares que, por acción u omisión y 
en ejercicio de la gestión fiscal (o con ocasión de esta), causen un daño al patrimonio del 
Estado. 
 
3. Hecho Generador: La denuncia plantea un presunto daño derivado de una gestión 
fiscal ineficaz e ilegal, al remunerar actividades profesionales a un ciudadano que se 
encontraba en situación de ejercicio ilegal de la profesión (Ley 1090 de 2006), lo que 
desvirtúa la causa lícita del pago y afecta los principios de moralidad y eficiencia 
administrativa. 
 

II: HECHOS 
 
1. EL VÍNCULO CONTRACTUAL: ANÁLISIS DEL CONTRATO DE PRESTACIÓN DE 
SERVICIOS N.° 0911 DE 2016 
 
La gestión fiscal bajo sospecha se instrumentó a través del Contrato de Prestación de 
Servicios N.° 0911 de 2016, suscrito entre la Agencia Colombiana para la Reintegración 
(ACR) y el particular ALEXANDER MAURICIO ERASO CASTILLO. 
 
Desde la perspectiva del control fiscal, es imperativo analizar los siguientes elementos del 
vínculo contractual: 
 
• Temporalidad de la Gestión: El contrato tuvo una vigencia de ejecución que abarcó la 
mayor parte de la vigencia fiscal 2016 (abril a diciembre). Durante este tiempo, el Estado 
realizó erogaciones mensuales de recursos públicos. 
 
• Naturaleza del Gasto: Los pagos se realizaron bajo el rubro de honorarios por servicios 
profesionales calificados. El presupuesto estatal se destinó a la contratación de un experto 
capaz de ejecutar la política de reintegración con rigor técnico. 
 
• Vulneración del Principio de Legalidad en el Gasto: El pago de honorarios 
profesionales a una persona que no cumple con los requisitos legales para ejercer la 
profesión que motiva el contrato constituye una irregularidad en la gestión fiscal, toda vez 
que el gasto carece de una causa lícita y de una contraprestación técnica válida ante la ley. 
 
2. OBJETO Y PERFIL REQUERIDO: LA EXIGENCIA DE IDONEIDAD TÉCNICA EN 
PSICOLOGÍA PARA EL CARGO DE “REINTEGRADOR 2” 



 
El cargo de "Reintegrador 2", objeto de esta denuncia, no es una posición de apoyo 
administrativo genérico. Los estudios previos y el pliego de condiciones de la entidad estatal 
definieron un perfil técnico de alta complejidad que exige, de manera obligatoria, la 
formación y habilitación en psicología. 
 
• La idoneidad para este cargo no se agota con la presentación de un diploma académico. 
En el marco del Talento Humano en Salud y las profesiones de riesgo social, la idoneidad 
está supeditada a la Habilitación Legal (Tarjeta Profesional y ReTHUS). 
 
• El objeto del contrato exigía la ejecución de actividades de diagnóstico, acompañamiento 
psicosocial y valoración de perfiles de reintegración. Estas son funciones que la Ley 1090 
de 2006 reserva exclusivamente para quienes han cumplido los requisitos de registro ante 
el Colegio Colombiano de Psicólogos. 
 
• Al permitir que un ciudadano sin habilitación vigente ejerciera y cobrara por funciones de 
"Reintegrador 2", la entidad falló en la protección de los recursos públicos, pues destinó 
fondos para un servicio profesional que, al ser prestado de forma ilegal, resulta ineficaz y 
nulo desde el punto de vista del cumplimiento de los estándares legales de salud pública. 

 
3. CUANTIFICACIÓN DE LOS RECURSOS PÚBLICOS INVOLUCRADOS: 
DESEMBOLSO TOTAL POR VALOR DE $30.405.600 
 
El presunto detrimento patrimonial que motiva esta denuncia no es una cifra abstracta, sino 
el valor total de los honorarios pagados por el Estado durante la vigencia de la irregularidad. 
El daño se cuantifica en la suma de TREINTA MILLONES CUATROCIENTOS CINCO MIL 
SEISCIENTOS PESOS M/CTE ($30.405.600), desglosados de la siguiente manera: 
 

Concepto Periodo de Ejecución Valor Total Desembolsado 

Honorarios Mensuales Abril - Diciembre de 2016 $30.405.600 

Total Detrimento Vigencia Fiscal 2016 $30.405.600 

 
Desde la óptica de la responsabilidad fiscal (Ley 610 de 2000), este monto representa un 
pago indebido, toda vez que la contraprestación entregada por el contratista carece de 
validez legal al haber sido ejecutada bajo la figura de ejercicio ilegal de la profesión. El 
Estado pagó por servicios profesionales de psicología a una persona que, para la fecha de 
los desembolsos, no contaba con la investidura legal necesaria para proferir diagnósticos 
ni realizar intervenciones de salud mental. 
 

III: EL HALLAZGO DE LA INCONSISTENCIA LEGAL Y FINANCIERA 
 
1. INCUMPLIMIENTO DE REQUISITOS HABILITANTES (LEY 1090 DE 2006): 
INEXISTENCIA DE TARJETA PROFESIONAL Y REGISTRO RETHUS DURANTE LA 
EJECUCIÓN 
 
El núcleo de la irregularidad administrativa y fiscal radica en la vulneración del régimen de 
habilitación del talento humano en salud. La Ley 1090 de 2006 es taxativa en sus artículos 



6° y 12°, señalando que para ejercer la psicología no basta con poseer el título académico, 
sino que es obligatoria la Tarjeta Profesional expedida por el Colegio Colombiano de 
Psicólogos y la inscripción en el Registro Único Nacional del Recurso Humano en Salud 
(ReTHUS). 
 
• De acuerdo con la base de datos oficial del Ministerio de Salud y Protección Social 
(SISPRO), la inscripción del señor Alexander Mauricio Eraso Castillo en el ReTHUS solo 
ocurrió el 7 de marzo de 2017. 
 
• Entre el 11 de abril y el 16 de diciembre de 2016 (periodo de pagos de la ACR), el 
denunciado no se encontraba habilitado para el ejercicio profesional. 
 
• Este hallazgo es crítico, pues el presupuesto público se ejecutó para remunerar actos 
que, bajo el Artículo 8° de la citada ley, constituyen ejercicio ilegal de la psicología. Un 
servicio prestado en contravía de una ley de orden público no puede ser objeto de pago con 
recursos del Estado, configurando un daño patrimonial por falta de causa lícita en la 
erogación. 

 
2. EL ESTADO PAGÓ HONORARIOS EN 2016 POR UNA CALIDAD PROFESIONAL 
QUE SOLO SE LEGALIZÓ EN MARZO DE 2017 
 
Desde la óptica del control fiscal, el daño se materializa por la inexistencia de una causa 
lícita para el pago de servicios profesionales especializados durante la vigencia 2016. La 
cronología de los hechos no deja margen a la interpretación ambivalente: 
 
• Periodo de Gestión Fiscal Irregular: Del 11 de abril de 2016 al 16 de diciembre de 
2016, la ACR desembolsó recursos públicos destinados a remunerar a un profesional de la 
psicología para la atención de población vulnerable. 
 
• Estado Jurídico del Contratista en 2016: Durante dicho periodo, el señor Alexander 
Mauricio Eraso Castillo era, para efectos legales y de salud pública, un particular sin 
habilitación para el ejercicio de la psicología, toda vez que no contaba con la inscripción 
obligatoria en el ReTHUS ni con la Tarjeta Profesional que concede la investidura para 
ejercer funciones psicosociales. 
 
• Habilitación Ex Post Facto: El ingreso del contratista al régimen de legalidad 
profesional solo ocurrió el 7 de marzo de 2017. 
 
El Estado pagó por un servicio "profesional" que, en estricto derecho, no fue prestado por 
un profesional habilitado. Remunerar actos de psicología realizados en situación de 
ejercicio ilegal (según Art. 8 de la Ley 1090/06) constituye una gestión fiscal ineficaz y un 
menoscabo al patrimonio público, pues se destinaron recursos para un objeto que no podía 
ser válidamente cumplido por el beneficiario de los pagos. 
 
3. INDUCCIÓN EN ERROR A LA ADMINISTRACIÓN: LA FALSEDAD EN LA 
ACREDITACIÓN DE IDONEIDAD ANTE EL SIGEP Y LA SUPERVISIÓN DEL 
CONTRATO 
 
Para que se configure la responsabilidad fiscal, se requiere de una conducta dolosa o 
gravemente culposa. En este caso, la inducción en error a la Agencia Colombiana para la 
Reintegración es manifiesta a través de las siguientes acciones del denunciado: 



 
1. El contratista tiene el deber legal de actualizar su información en el Sistema de 
Información y Gestión del Empleo Público (SIGEP). Al postularse para el cargo de 
"Reintegrador 2", el investigado omitió informar que su proceso de habilitación legal ante 
COLPSIC no se había completado, permitiendo que la entidad asumiera una idoneidad de 
la cual carecía. 
 
2. Mensualmente, para tramitar sus cobros, el denunciado firmó informes de gestión donde 
reportó la ejecución de diagnósticos y evaluaciones psicológicas. Al firmar como 
"profesional" responsable de estos actos clínicos y sociales sin estar habilitado, ratificó mes 
a mes la inducción en error ante el supervisor del contrato. 
 
3. Como particular que colabora con la administración mediante la gestión de recursos 
públicos, el investigado estaba obligado a declarar su impedimento legal para ejercer actos 
de psicología antes de marzo de 2017. Su silencio y posterior cobro de honorarios 
demuestran una intención clara de percibir fondos públicos a sabiendas de que no cumplía 
con los requisitos de la Ley 1090 de 2006. 
 

IV: CONFIGURACIÓN DEL DAÑO PATRIMONIAL AL ESTADO 
 
En el marco de la Ley 610 de 2000, el daño patrimonial se define como la lesión del 
patrimonio público, representada en el menoscabo, disminución, perjuicio o deterioro de los 
bienes o recursos del Estado. En el presente caso, el daño es cierto, presente y 
cuantificable, bajo los siguientes fundamentos: 
 
1. CONCEPTO DE PAGO INDEBIDO: REMUNERACIÓN DE SERVICIOS PRESTADOS 
EN CONDICIONES DE ILEGALIDAD 
 
El pago de honorarios profesionales al señor Alexander Mauricio Eraso Castillo durante la 
vigencia 2016 constituye un pago de lo no debido. Para que una erogación con recursos 
públicos sea lícita, debe existir una causa que la justifique, la cual, en contratos de 
prestación de servicios profesionales, es la idoneidad legal del ejecutor. 
 
• Falta de Causa Lícita: Al realizar actos propios de la psicología (diagnósticos e 
intervenciones) sin estar habilitado por el ReTHUS ni poseer Tarjeta Profesional, el 
contratista incurrió en un Ejercicio Ilegal de la Profesión (Art. 8, Ley 1090/06). 
 
• Contrariedad al Orden Público: El Estado no puede validar, y mucho menos remunerar, 
actividades que la ley tipifica como ilegales. Al desembolsar honorarios por un servicio 
prestado en contravía de normas imperativas de salud pública, el pago pierde su sustento 
jurídico, convirtiéndose en un detrimento patrimonial. 
 
2. INEFICACIA DE LA GESTIÓN FISCAL: EL ESTADO NO RECIBIÓ UN SERVICIO 
VÁLIDO BAJO ESTÁNDARES DE SALUD PÚBLICA 
 
La gestión fiscal debe regirse por los principios de eficiencia, eficacia y economía (Art. 267 
C.P.). En este caso, la gestión de la ACR/ARN fue ineficaz porque: 
 
• Los diagnósticos y valoraciones psicosociales realizados por el denunciado en 2016 
carecen de validez técnica y legal. Al no ser proferidos por un profesional habilitado y 



vigilado por los tribunales bioéticos, dichos insumos no pueden ser utilizados legítimamente 
dentro de la política pública de reintegración. 
 
• El Estado pagó por un servicio de "Psicología" pero recibió la intervención de un 
ciudadano sin facultades legales. Esto representa una pérdida de la inversión pública, pues 
el objetivo de la entidad —obtener valoraciones profesionales confiables— no se cumplió. 
 
3. DETRIMENTO PATRIMONIAL: PÉRDIDA DE RECURSOS DESTINADOS A LA 
REINTEGRACIÓN 
 
El detrimento se consolida en la suma de $30.405.600, correspondiente a la totalidad de 
los pagos realizados al investigado durante la vigencia de su inhabilidad legal en 2016. 
 
• Estos recursos, que debieron destinarse a la contratación de un profesional idóneo que 
garantizara la seguridad psicosocial de los beneficiarios, se perdieron al ser entregados a 
un contratista que ocultó su falta de habilitación legal. 
 
• El daño no es solo monetario; es un perjuicio a la finalidad social del Estado. El uso de 
recursos públicos para financiar el intrusismo profesional en programas de paz constituye 
una gestión fiscal antieconómica y lesiva para los intereses de la nación. 
 

V: RESPONSABILIDAD DE LOS ACTORES EN EL PROCESO 
 
Para la configuración de la responsabilidad fiscal, de acuerdo con la Ley 610 de 2000, es 
necesario determinar la conducta de quienes, mediante su acción u omisión, permitieron el 
menoscabo del erario. En este caso, la responsabilidad es concurrente entre el ejecutor y 
quien debió vigilar la legalidad del pago. 
 
1. RESPONSABILIDAD DEL CONTRATISTA: DOLO O CULPA GRAVE AL PERCIBIR 
DINEROS PÚBLICOS SIN CUMPLIR LOS REQUISITOS DE LEY 
 
El señor ALEXANDER MAURICIO ERASO CASTILLO, en su calidad de contratista, incurrió 
en una conducta reprochable a título de dolo o culpa grave: 
 
• Como graduado de un programa de psicología, el denunciado conocía plenamente que 
la Ley 1090 de 2006 supedita el ejercicio profesional a la obtención de la Tarjeta Profesional 
y el registro en el ReTHUS. No obstante, omitió esta restricción legal para acceder a la 
contratación pública. 
 
• El contratista percibió honorarios mensuales durante toda la vigencia 2016, a sabiendas 
de que los servicios que estaba prestando (diagnósticos e intervenciones) eran realizados 
bajo una situación de ejercicio ilegal. 
 
• Al cobrar por un servicio especializado que la ley le prohibía ejecutar en ese momento, 
el contratista obtuvo un beneficio económico a costa del patrimonio del Estado, viciando la 
legalidad de cada desembolso realizado por la Tesorería de la ACR/ARN. 
 
2. RESPONSABILIDAD DE LA SUPERVISIÓN DE LA ENTIDAD: PRESUNTA OMISIÓN 
EN EL DEBER DE VERIFICAR LA HABILITACIÓN TÉCNICA (RETHUS) 
 



La responsabilidad fiscal no se limita al contratista, sino que se extiende a los servidores 
públicos que ejercieron la supervisión del Contrato N.° 0911 de 2016. Según la Ley 1474 
de 2011 (Estatuto Anticorrupción), el supervisor tiene el deber de velar por la protección de 
los recursos públicos y la legalidad de la ejecución. 
 
• Omisión en el Deber de Vigilancia: La supervisión tenía la obligación de verificar, de 
manera previa a la suscripción del acta de inicio y antes de cada pago mensual, que el 
contratista cumpliera con los requisitos de idoneidad técnica. Bastaba una consulta simple 
en el portal SISPRO/ReTHUS para detectar que el señor ERASO CASTILLO no estaba 
facultado legalmente para ejercer la psicología en 2016. 
 
• Autorización de Pagos Indebidos: Al avalar con su firma los informes de actividades y 
autorizar los pagos, la supervisión permitió que dineros públicos remuneraran una actividad 
técnica ilegal. Esta "negligencia omisiva" facilitó la consolidación del daño patrimonial, pues 
se validó una ejecución que carecía de sustento legal. 
 
• Incumplimiento de la Función de Garantía: El supervisor es el garante del Estado 
dentro del contrato. Al no exigir la Tarjeta Profesional vigente en 2016, el supervisor 
desprotegió el erario y permitió que el objeto contractual se cumpliera de forma irregular, 
afectando la eficiencia del gasto público. 

 
3. NEXO CAUSAL 
 
El nexo causal en la presente denuncia se configura por la relación directa y necesaria entre 
la conducta (activa del contratista y omisiva de la supervisión) y el daño patrimonial 
consolidado. 
 
• Si el contratista hubiera actuado bajo el principio de buena fe informando su falta de 
habilitación, o si la supervisión hubiera cumplido con el protocolo básico de verificación en 
el ReTHUS, el desembolso de los $30.405.600 nunca se habría producido. 
 
• No se trata de un error formal subsanable; el pago fue la consecuencia directa de una 
situación de ilegalidad sustancial. El dinero salió del erario público para remunerar un 
servicio que, ante la ley de salud pública, no tiene validez. Por tanto, el desembolso es la 
materialización del perjuicio, y la falta de idoneidad es la causa eficiente que vicia la gestión 
fiscal de la vigencia 2016. 

 
VI: FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA 

 
El reproche fiscal que se eleva ante la Contraloría General de la República se encuentra 
blindado por un robusto marco normativo que garantiza que la función pública no sea 
utilizada para financiar el intrusismo profesional o la desidia administrativa. 
 
1. CONSTITUCIÓN POLÍTICA: PRINCIPIOS DE MORALIDAD, EFICACIA Y ECONOMÍA 
(ART. 209) 
 
De acuerdo con el Artículo 209 de la Carta Política, la función administrativa debe estar al 
servicio de los intereses generales y desarrollarse con fundamento en principios que fueron 
vulnerados en la ejecución del contrato objeto de denuncia: 
 



1. Principio de Moralidad: La administración pública y sus colaboradores (contratistas) 
deben actuar con rectitud y transparencia. Pagar honorarios a quien ejerce ilegalmente una 
profesión constituye una afrenta a la moralidad administrativa, pues se premia el 
incumplimiento de la ley con recursos de todos los colombianos. 
 
2. Principio de Eficacia: La gestión fiscal es eficaz cuando logra los fines del Estado. En 
este caso, la finalidad de contratar a un profesional psicosocial era obtener diagnósticos y 
valoraciones válidas para la ruta de reintegración. Al ser estas realizadas por una persona 
no habilitada, el resultado es nulo de pleno derecho para la política pública, convirtiendo el 
gasto en un esfuerzo estéril e ineficaz. 
 
3. Principio de Economía: Este principio exige que los recursos se asignen de forma 
óptima. Destinar más de 30 millones de pesos a un particular que no puede respaldar 
legalmente sus intervenciones psicológicas es una gestión antieconómica, pues el Estado 
"compró" un servicio profesional que legalmente no existía para la fecha de los pagos. 

 
2. LEY 610 DE 2000: PROCESO DE RESPONSABILIDAD FISCAL Y DEFINICIÓN DE 
DAÑO PATRIMONIAL 
 
La Ley 610 de 2000 es la norma procedimental y sustantiva que rige la actuación de la 
Contraloría en estos casos. El Artículo 4° de dicha ley define el daño patrimonial como: "...la 
lesión del patrimonio público, representada en el menoscabo, disminución, perjuicio, 
detrimento, pérdida o deterioro de los bienes o recursos del Estado, o de los bienes 
particulares puestos bajo su determinación o custodia..." 
 
En el presente hallazgo, el daño patrimonial se configura bajo la modalidad de Gestión 
Fiscal Ineficaz e Ilegal: 
 
• Gestión Ineficaz: El Estado pagó por un servicio especializado de psicología para la 
reintegración de personas, pero recibió la intervención de un ciudadano sin facultades 
legales. Al ser los diagnósticos e informes de 2016 nulos para la política pública de salud 
mental, el dinero invertido no cumplió su finalidad social. 
 
• Detrimento por Pago Indebido: Cada desembolso realizado entre abril y diciembre de 
2016 constituye una pérdida para el erario, pues se remuneró una actividad que la ley 
califica como ejercicio ilegal. Según la jurisprudencia del Consejo de Estado, el pago por 
servicios que no cumplen con los requisitos de ley de orden público carece de causa lícita 
y obliga al resarcimiento por parte del gestor fiscal. 
 
3. LEY 1090 DE 2006: REQUISITOS SINE QUA NON PARA EL COBRO DE SERVICIOS 
PROFESIONALES EN PSICOLOGÍA 
 
Para que el pago de honorarios profesionales por parte del Estado sea legalmente 
procedente, el contratista debe ostentar la plenitud de las calidades que la ley exige para el 
ejercicio de su ciencia. La Ley 1090 de 2006 establece requisitos de carácter habilitante 
que son condiciones de procedibilidad para el cobro: 
 
• Artículos 6° y 12°: Determinan que para ejercer la psicología y, por ende, para estar 
habilitado para contratar dichos servicios con el Estado, es obligatorio poseer la Tarjeta 
Profesional y estar inscrito en el ReTHUS. 
 



• Impedimento de Cobro: Si el señor ERASO CASTILLO carecía de estos requisitos 
durante la vigencia 2016, no podía facturar ni cobrar servicios de "diagnóstico e intervención 
psicosocial". Al hacerlo, vulneró la prohibición de ejercer ilegalmente la profesión (Art. 8°). 
 
• Nulidad del Objeto: Desde la perspectiva fiscal, el objeto del contrato (prestación de 
servicios psicológicos) no fue válidamente ejecutado en 2016. El cobro de honorarios por 
una actividad realizada al margen del Registro Único Nacional del Talento Humano en 
Salud es un acto que vicia el pago, convirtiendo la remuneración en un enriquecimiento sin 
causa a costa del presupuesto nacional. 
 
4. DECRETO 1082 DE 2015: RÉGIMEN DE CONTRATACIÓN ESTATAL Y DEBERES DE 
SUPERVISIÓN 
 
El Decreto 1082 de 2015, como norma reglamentaria del sector administrativo de 
Planeación Nacional y la contratación estatal, impone cargas de vigilancia que fueron 
desatendidas en la ejecución del Contrato N.° 0911 de 2016. 
 
• Obligación de Verificación: Los artículos referentes a la supervisión y vigilancia de los 
contratos estatales exigen que el supervisor asegure el cumplimiento de la normatividad 
legal vigente. En el caso de profesiones reguladas, la supervisión debe verificar no solo la 
entrega de productos, sino la vigencia de las calidades legales que habilitan al contratista 
para percibir recursos públicos. 
 
• Responsabilidad por el Pago: Al tramitar las órdenes de pago sin constatar que el 
señor ERASO CASTILLO figurara en el ReTHUS en 2016, la supervisión permitió una 
gestión fiscal ineficaz. De acuerdo con este decreto, la gestión contractual no termina con 
la firma, sino que requiere un control permanente de la legalidad de los desembolsos, so 
pena de configurar responsabilidad solidaria por daño al patrimonio público. 
 
5. VIGENCIA DE LA ACCIÓN FISCAL: AUSENCIA DE CADUCIDAD SEGÚN EL 
TRÁNSITO NORMATIVO DEL DECRETO-LEY 403 DE 2020 
 
Resulta imperativo precisar a este órgano de control que la facultad para iniciar el proceso 
de responsabilidad fiscal por los hechos aquí denunciados se encuentra plenamente 
vigente. No ha operado el fenómeno de la caducidad, de conformidad con las reglas de 
tránsito legislativo definidas por la Auditoría General de la República y el Decreto-Ley 403 
de 2020. 
 
Para sustentar esta afirmación, se exponen los siguientes fundamentos jurídicos y 
cronológicos: 
 
El artículo 9º de la Ley 610 de 2000, modificado por el artículo 127 del Decreto-Ley 403 de 
2020, establece que la acción fiscal caduca si transcurridos diez (10) años desde la 
ocurrencia del hecho generador del daño no se ha proferido auto de apertura. 
 
Según el criterio orientador de la AGR, para hechos ocurridos antes de la vigencia del 
Decreto 403 (16 de marzo de 2020), la aplicación del nuevo término de 10 años depende 
de una condición específica: si al momento de entrar en vigencia la nueva norma, el término 
de caducidad de 5 años de la ley anterior no se había vencido. 
 



1. El hecho generador del daño (pagos indebidos del Contrato N° 0911) finalizó el 16 de 
diciembre de 2016.  
 
2. Bajo la norma anterior (Ley 610/00), el término de caducidad original de 5 años se habría 
consolidado el 16 de diciembre de 2021.  
 
3. Sin embargo, antes de que se cumplieran esos 5 años (específicamente el 16 de marzo 
de 2020), entró en vigencia el Decreto-Ley 403 de 2020.  
 
4. Dado que al 16 de marzo de 2020 no habían transcurrido los 5 años desde la ocurrencia 
del hecho, el término de caducidad aplicable se extendió automáticamente a diez (10) años. 
 
En consecuencia, la acción fiscal por los hechos de la vigencia 2016 caducará únicamente 
el 16 de diciembre de 2026. Toda vez que nos encontramos a febrero de 2026, la 
Contraloría General de la República conserva la potestad íntegra para proferir el auto de 
apertura de proceso de responsabilidad fiscal, al no haberse consolidado la figura jurídica 
de la caducidad. 
 
Este despacho debe considerar que, al estar frente a una "situación jurídica no consolidada" 
al momento del cambio normativo, la nueva ley procesal de 10 años regula íntegramente el 
presente reproche fiscal. 
 

VII: PRUEBAS 
 
Para sustentar la materialidad del daño y la autoría de la irregularidad fiscal, solicito que se 
tengan como pruebas de la presente denuncia los siguientes documentos: 
 
1. PRUEBAS QUE SE APORTAN 

 
• Contrato de Prestación de Servicios N.° 0911 de 2016 (ACR): Documento matriz donde 
se pactaron las obligaciones psicosociales y se estableció el perfil de idoneidad técnica. Es 
la prueba del vínculo que generó el gasto público. 
 
• Informes de Ejecución y Actas de Pago (2016): Documentos firmados por el contratista 
y el supervisor donde consta el reporte de actividades profesionales (diagnósticos, 
valoraciones, intervenciones) y la posterior autorización de desembolso de los honorarios 
mensuales. 
 
• Certificación Electrónica ReTHUS (SISPRO): Documento técnico emitido por el 
Ministerio de Salud donde se evidencia de forma irrefutable que el señor Alexander Mauricio 
Eraso Castillo no contaba con registro profesional para el año 2016, siendo habilitado solo 
a partir del 7 de marzo de 2017. 
 
2. SOLICITUDES OFICIOSAS 
 
Dada la naturaleza pública de la información y la potestad de investigación de este órgano 
de control, solicito se decreten y practiquen las siguientes pruebas de oficio: 
 
• Requerimiento a la Tesorería de la ARN: Solicito se ordene a la oficina de Tesorería de 
la Agencia para la Reincorporación y la Normalización (ARN) expedir certificación detallada 
y copia de los Comprobantes de Egreso (CE), así como de las transferencias bancarias 



realizadas a favor de ALEXANDER MAURICIO ERASO CASTILLO por concepto de la 
ejecución del Contrato N.° 0911 de 2016. Lo anterior, con el fin de determinar la fecha 
exacta de los pagos y los rubros presupuestales afectados. 
 
• Requerimiento a la Oficina de Talento Humano / Contratación de la ARN: Solicito se 
remita copia íntegra de la Hoja de Vida y los soportes de idoneidad que el contratista 
presentó para la suscripción del mencionado contrato, verificando si en dicha carpeta 
reposaba la Tarjeta Profesional o si la entidad omitió dicha exigencia. 
 
• Certificación de COLPSIC: Solicito se requiera al Colegio Colombiano de Psicólogos 
para que certifique la fecha exacta en la cual el señor ERASO CASTILLO radicó su solicitud 
de tarjeta profesional y la fecha de su aprobación, contrastándola con el periodo de 
ejecución contractual de 2016. 
 

VIII: PETICIONES 
 
Con fundamento en los hechos y pruebas presentadas, de manera respetuosa elevo ante 
la Contraloría General de la República las siguientes pretensiones: 
 
1. Solicito que, de manera inmediata, se ordene la Apertura de una Indagación Preliminar 
(o Proceso de Responsabilidad Fiscal, según el mérito de las pruebas aportadas) contra el 
señor ALEXANDER MAURICIO ERASO CASTILLO y contra los supervisores del Contrato 
N.° 0911 de 2016 que autorizaron los pagos. El objeto de esta actuación debe ser: 
 
A- Verificación de la Ocurrencia del Daño: Confirmar el desembolso de fondos públicos por 
un valor de $30.405.600 en favor de una persona que no contaba con la habilitación legal 
para ejercer la psicología en el año 2016. 
 
B- Identificación de Responsables: Individualizar a los servidores públicos que, por omisión 
en el deber de vigilancia, permitieron que se remuneraran servicios profesionales prestados 
al margen de la Ley 1090 de 2006. 
 
C- Determinación del Nexo Causal: Establecer la relación entre la falta de verificación de la 
idoneidad técnica y la pérdida de los recursos públicos destinados a la reintegración de 
población vulnerable. 
 
Cordialmente.  
 
ANÓNIMO.  
 
Notificaciones. Las recibiré únicamente en el siguiente correo electrónico: 
proyectos947@gmail.com  
 



























































 Menú

SISPRO - Aplicativos Misionales

Iniciar Sesión Registrarse

5/2/26, 10:00 a.m. ReTHUS

https://web.sispro.gov.co/THS/Cliente/ConsultasPublicas/ConsultaPublicaDeTHxIdentificacion.aspx 1/3



ReTHUS

Cedula de Ciudadania

Tipo de Identificación * Número de Identificación *  

98400691

Primer Nombre

ALEXANDER

Primer Apellido

ERASO

Cambiar

Confirme los números de la Imagen * 

7315

A continuación diligencie la identificación o nombre y apellido de la persona a consultar en el Registro Unico

Nacional de Talento Humano en Salud.

Limpiar

Tipo

Identificación

Nro.

Identificación

Primer

Nombre

Segundo

Nombre

Primer

Apellido

Segundo

Apellido

Estado

Identifica

CC 98400691 ALEXANDER MAURICIO ERASO CASTILLO Vigente

Resultado General -2026-02-05→9:57:12 AM

Tipo
Programa

Origen
Obtención

Título

Profesión u
Ocupación

Fecha inicio
ejercer

Acto
Administrativo

Acto
Administrativo

Entidad
Reportadora

UNV Local PSICOLOGIA 2017-03-07 52480 INSTITUTO
DEPARTAMENTAL

DE SALUD DE
NARIÑO

De conformidad con los artículos 100 y 101 del Decreto Ley 2106 de 2019, una vez revisadas las
bases de datos del Registro Único Nacional de Talento Humano en Salud se constató que el (la)
señor(a) ALEXANDER MAURICIO ERASO CASTILLO identificado(a) con CC 98400691 registra La

siguiente información:

2026-02-05→9:57:12 AM

Información Académica

La información dispuesta se encuentra en proceso de actualización de conformidad con lo
señalado por el Ministerio de Salud y Protección Social. El talento humano en salud puede
continuar ejerciendo su profesión u ocupación del área de la salud, presentando los

Verificar Registro en ReTHUS

5/2/26, 10:00 a.m. ReTHUS

https://web.sispro.gov.co/THS/Cliente/ConsultasPublicas/ConsultaPublicaDeTHxIdentificacion.aspx 2/3



documentos que acreditaron el cumplimiento de los requisitos que se encontraban
vigentes (Resolución de autorización de ejercicio en todo el territorio nacional, expedida
por este Ministerio o por una Secretaría de Salud, y según la profesión, tarjeta
profesional, matrícula profesional, etc.). Registro Único Nacional del Talento Humano en
Salud (ReTHUS).

SISPRO

Dirección:

Carrera 13 # 32-76 (piso 1)

Cundinamarca, Bogotá D.C.

Código Postal: 110311

Horario de atención:

Lunes a viernes 8:00 a.m. a 4:00 p.m. (jornada continua)

  Contacto

Teléfono

conmutador:

En Bogotá: 601 330 5043 Opción 2

Resto del país: 018000960020 Opción

Correo de notificaciones judiciales:

notificacionesjudiciales@minsalud.gov.co

Términos y condiciones

5/2/26, 10:00 a.m. ReTHUS

https://web.sispro.gov.co/THS/Cliente/ConsultasPublicas/ConsultaPublicaDeTHxIdentificacion.aspx 3/3

https://www.minsalud.gov.co/Documents/Ministerio/Terminos%20y%20Condiciones%20de%20uso%20del%20portal%20web_Octubre%202012x.pdf


proyectos2025 <proyectos947@gmail.com>

RADICACIÓN DENUNCIA FISCAL - PRESUNTO DETRIMENTO PATRIMONIAL
($30.405.600) - CONTRATO 0911 DE 2016 (ACR/ARN)
1 message

proyectos2025 <proyectos947@gmail.com> Thu, Feb 12, 2026 at 5:00 PM
To: cgr@contraloria.gov.co

12 de febrero de 2026

Señores 

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

E. S. D.

Referencia: Denuncia por presunto daño al patrimonio público. Sujeto Denunciado: Alexander Mauricio Eraso Castillo
(C.C. 98.400.691). Entidad Afectada: Agencia para la Reincorporación y la Normalización - ARN (Antes ACR). Cuantía
Estimada: $30.405.600.

Respetados Doctores:

En mi calidad de ciudadano ANÓNIMO, actuando en defensa del tesoro público y la moralidad administrativa, procedo a
radicar formalmente DENUNCIA FISCAL por los hechos ocurridos en la vigencia 2016, relacionados con la ejecución del
Contrato de Prestación de Servicios N.° 0911 de 2016 suscrito por la entonces Agencia Colombiana para la
Reintegración (ACR).

La denuncia se fundamenta en el pago de honorarios profesionales por valor de TREINTA MILLONES
CUATROCIENTOS CINCO MIL SEISCIENTOS PESOS ($30.405.600) a un particular que, para la fecha de los
desembolsos, carecía de la habilitación legal para ejercer la psicología (Tarjeta Profesional y ReTHUS), configurando un
presunto pago indebido y una gestión fiscal ineficaz.

Sobre la vigencia de la acción: Se advierte a este despacho que, de conformidad con el Decreto-Ley 403 de 2020 y el
Concepto 110.094.2021 de la Auditoría General de la República, la acción fiscal se encuentra plenamente vigente
hasta diciembre de 2026. Lo anterior, toda vez que al entrar en vigencia la nueva norma de caducidad (16 de marzo de
2020), el término de 5 años de la ley anterior no se había consolidado para este contrato, extendiéndose
automáticamente a diez (10) años.

Documentos Adjuntos:

Denuncia Fiscal Integral (PDF con 8 capítulos).

Soportes de ejecución contractual 2016 (Contrato e Informe final).

Certificación ReTHUS (Prueba técnica de la inhabilitación en 2016).

Agradezco se me informe el número de radicado y la dependencia a la cual ha sido asignado el proceso para realizar el
respectivo seguimiento ciudadano.

Cordialmente. 

ANÓNIMO

DENUNCIA CONTRALORIA. MAURICIO ERASO. FINAL.pdf
1462K
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